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1.- VISTOS 

Corresponde a la Sala desatar el  recurso de apelación interpuesto por la defensora del penado  GIOVANNY JARAMILLO contra el auto interlocutorio proferido el dieciséis (16) de marzo del presente año por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, por medio del cual se le negó la acumulación jurídica de penas.

2.- PROVIDENCIA 

Consideró el señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad que no era procedente acumular las condenas que se habían impuesto por diferentes despachos en contra del señor GIOVANNY JARAMILLO, por no cumplir los requisitos exigidos en el artículo 470 del C.P.P., en especial, por cuanto la segunda sentencia se originó en hechos ocurridos el primero (1º) de agosto de dos mil tres (2003), durante el periodo de ejecución condicional de la pena impuesta mediante fallo condenatorio del catorce (14) de marzo de dos mil tres (2003).

Se refirió en concreto a la proscripción legal de aplicar la acumulación de penas por delitos cometidos con posterioridad al proferimiento de sentencia de primera o única instancias en cualquiera de los procesos. Se apoyó además, en criterio de la Corte Suprema de Justicia que afirma que la razón de ser de tal prohibición es de política criminal vinculada con las finalidades de la pena, en el entendido que se trata de impedir que las personas sigan delinquiendo amparadas en un tratamiento benévolo que excluiría la ejecución sucesiva de las condenas. Incluso, señala que le aparece otra condena, proferida por el mismo Juzgado Quinto Penal Municipal, la cual también pretendía se le acumulara.

3.-  RECURSO

En escrito un tanto confuso, la ilustre togada acude al artículo 29 constitucional para invocar el principio de favorabilidad penal a favor de su prohijado e insistir en que debe aplicársele. Menciona que si bien es cierto cometió otros ilícitos en el transcurso de la primera condena, lo que se busca con la acumulación es que se le haga un descuento en la cantidad de pena a pagar, por encontrarse privado de la libertad y presentar rehabilitación satisfactoria.

Señala que de hacerse un análisis concienzudo del contenido de la norma transcrita (art. 29), indicaría que la detención preventiva como medida de aseguramiento tiene unos fines que necesariamente deben ser tenidos en cuenta al momento de imponerse la medida.

4.-  SE CONSIDERA

Es desafortunado el enfoque dado por la impugnante al intentar enervar la decisión del Juez de primer grado. En primer lugar, porque hace referencia a una favorabilidad general, sin explicar el caso concreto en que la misma debe operar; y en segundo término, menciona lo concerniente a la detención preventiva como medida de aseguramiento que obviamente no es la situación que afronta su cliente por tratarse de una figura propia de la etapa investigativa y aun del juicio, cuando todavía se encuentra incólume la presunción de inocencia. En efecto, el sentenciado se encuentra privado de la libertad en virtud de sentencia condenatoria proferida en su contra con lo cual, se hace imperativa la ejecución de la sanción en los términos ordenados por el fallador.

Como de todas maneras, trasluce la inconformidad con la negación de la acumulación jurídica de penas, se emprende por parte de esta colegiatura el estudio de la decisión atacada.

Al ocurrir los hechos generadores de la situación que hoy afronta el señor Jaramillo en el año dos mil tres (2003), es perfectamente claro que son las normas de la ley 600 de 2000 las llamadas a ser aplicadas en el sub judice como acertadamente se hizo por parte del señor Juez de instancia. No otra podía ser la decisión a tomar cuando precisamente al estar disfrutando de un beneficio extramural, se cometió otra conducta punible que ocasionó un nuevo reproche social por intermedio del correspondiente fallo contrario a los intereses del penado. No hay duda que las acciones así cometidas estructuraron la hipótesis legal para la prohibición del beneficio acumulatorio y en esas condiciones la determinación tomada no admite reproche alguno.

De contera, tampoco podría aludirse a que la profesional que defiende los intereses del reo, se apoyase en las disposiciones del sistema acusatorio por cuanto el límite temporal impuesto por el constituyente y el legislador sin lugar a dudas, es desde el primero (1º) de enero del año que avanza, posición que ha sido plasmada reiterativamente en numerosas decisiones de esta Sala. Pero si así lo fuera, es innegable que al ocuparse del mismo tópico la ley 906 de 2004 (art. 470), lo hizo de manera similar a como se hiciera en la codificación del 2000, veamos:

Acumulación jurídica. Las normas que regulan la dosificación de la pena, en caso de concurso de conductas punibles, se aplicarán también cuando los delitos conexos se hubieren fallado independientemente. Igualmente, cuando se hubieren proferido varias sentencias en diferentes procesos. En estos casos la pena impuesta en la primera decisión se tendrá como parte de la sanción a imponer.

No podrán acumularse penas por delitos cometidos con posterioridad al proferimiento de sentencia de primera o única instancia en cualquiera de los procesos, ni penas ya ejecutadas, ni las impuestas por delitos cometidos durante el tiempo que la persona estuviere privada de la libertad. (Subrayas y negrillas de la Sala).

En ese orden de ideas, tampoco en este evento sería factible darle aplicación al principio de favorabilidad, porque ambas disposiciones consagran la misma prohibición para acceder al beneficio.

La decisión impugnada merece confirmación.

5.- DECISIÓN  

Con las anteriores motivaciones, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal,  CONFIRMA  el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, que fue objeto de alzada.

CÓPIESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE 

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                 VICENTE RODRÍGUEZ FEO

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ
CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

Secretaria de la Sala           
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